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Por otra parte, en múltiples párrafos del artículo se
percibe el distanciamiento del articulista respecto de las
opiniones de la familia. El párrafo tercero del anterior-
mente citado apartado del artículo vuelve a atribuir otros
datos a la familia («La familia afirma que José Miguel
Daza, de veinticuatro años, casado y con una hija de
dos años y medio, “se juntaba con gente de mando,
gente que tiene dinero. Con miguillas no se juntaba”»)
y lo mismo hace el párrafo siguiente («En cuanto a las
investigaciones que se están llevando a cabo para la
resolución del caso, no se muestran muy esperanzados
con los resultados que vayan a obtenerse: “ponen ajuste
de cuentas y ya está. Uno menos”, declaran»). El párrafo
siguiente señala que el cuerpo del fallecido fue acom-
pañado al cementerio por tres miembros de la familia.
Y tres párrafos después el artículo se cierra con la afir-
mación de que la madre del fallecido indicó que le había
visto con vida hacía unos quince días, por lo que se
pensó que el cuerpo fue manipulado para evitar su iden-
tificación, algo que la familia ratificó con rotundidad.

Adicionalmente a todo lo anterior debe observarse
que la prontitud en la rectificación del dato publicado
por error (el hecho de que la persona de la que sos-
pechaban los familiares tuviera antecedentes penales)
prueba la diligencia en la búsqueda de la verdad de
la información.

Por todo lo expuesto, en casos como el presente la
veracidad exigible es también la verdad objetiva de la
existencia de las declaraciones, que no ha sido puesta
en duda por nadie.

5. Así pues, siendo la información divulgada veraz
y relativa a un asunto de indudable relevancia pública
por los hechos narrados, no cabe sino concluir que la
condena del recurrente, y, por tanto, la Sentencia de
la Audiencia Provincial en la que se ha producido, han
vulnerado el art. 20.1 d) CE por infringir el contenido
constitucional de la libertad en él consagrada, lo que
debe conducir a otorgar el amparo solicitado. Esta con-
clusión nos exime, por resultar innecesario, de cualquier
pronunciamiento sobre la queja relativa a otras hipo-
téticas violaciones de libertades públicas y derechos fun-
damentales reconocidos en la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Francisco Javier
Saiz Díaz y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado la libertad de infor-
mación del recurrente.

2.o Restablecerle en su derecho, y, a tal fin, anular
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Almería, Sec-
ción Primera, de 30 de julio de 1998, dictada en el
rollo de apelación penal núm. 5097/98, dimanante del
procedimiento abreviado núm. 11/95 del Juzgado de
lo Penal núm. 2 de Almería, sobre falta de injurias leves.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de abril de dos mil dos.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

7890 Sala Segunda. Sentencia 77/2002, de 8 de
abril de 2002. Recurso de amparo 4643/98.
Promovido por doña Isabel Preysler Arrastia
frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil
del Tribunal Supremo que, estimando un
recurso de don Luis del Olmo, don Jesús Pérez
Mariñas y Radio Popular, Cadena de Ondas
Populares, S.A., desestimó su demanda por
unos comentarios realizados en el programa
«Protagonistas».
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso a la justicia): cadu-
cidad de la acción civil de protección del dere-
cho al honor y la intimidad, una vez agotada
la vía penal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4643/98, promovido
por doña Isabel Preysler Arrastia, representada por la
Procuradora de los Tribunales doña María Eva de Guinea
Ruenes y asistida por el Abogado don Ignacio Ayala
Gómez, contra Sentencia de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 28 de septiembre de 1998, que declaró
haber lugar al recurso de casación formulado contra la
Sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Bar-
celona el 28 de abril de 1994, confirmatoria en apelación
de la dictada el 30 de septiembre de 1992 por el Juzgado
de Primera Instancia núm. 12 de Barcelona en juicio
incidental de protección civil de los derechos al honor
y la intimidad núm. 776/1991. Han intervenido, además
del Ministerio Fiscal, Radio Popular, Cadena de Ondas
Populares, S.A. (COPE), representada por el Procurador
de los Tribunales don Manuel Lanchares Perlado, asistida
por el Abogado don Luis del Olmo Gonzáles, y don Jesús
Pérez Mariñas, representado por la Procuradora de los
Tribunales doña Elena Lourdes Fernández Fernández y
asistido por el Abogado don Marcos García-Montes. Ha
sido Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez Sán-
chez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 4 de noviembre de 1998, registrado en este
Tribunal el 6 de noviembre siguiente, el Procurador de
los Tribunales don Francisco de Guinea y Gauna, en nom-
bre y representación de doña Isabel Preysler Arrastia,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia citada
en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del recurso son
los siguientes:

a) A raíz de ciertos comentarios sobre su vida pri-
vada vertidos el 27 de noviembre de 1985 en el pro-
grama «Protagonistas», emitido por Radio Popular, Cade-
na de Ondas Populares, S.A. (COPE), la demandante de
amparo interpuso, con fecha 7 de febrero de 1986, que-
rella criminal por un presunto delito de injurias contra
los periodistas don Luis del Olmo y don Jesús Mariñas
ante el Juzgado de Instrucción correspondiente de
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Madrid. La querella fue admitida a trámite, mediante
Auto de 18 de febrero de 1986, por el Sr. Juez de Ins-
trucción núm. 13 de Madrid, que ordenó la incoación
de diligencias previas. Suscitada una cuestión de com-
petencia por el querellado Sr. del Olmo, el Juez dictó,
con fecha de 11 de junio de 1986, Auto de inhibición
a favor del de Instrucción Decano de Barcelona, al cual
se remitieron las actuaciones.

b) La querella recayó por turno de reparto en el
Juzgado de Instrucción núm. 22 de Barcelona, ante el
cual se personó la recurrente interesando la admisión
a trámite de la querella. Con posterioridad este Juzgado
remitió las actuaciones al de Instrucción núm. 15 de
Barcelona, el cual transformó el sumario en procedimien-
to abreviado a través de Auto de 13 de julio de 1990.
Mediante Auto de 7 de marzo de 1991 se acordó el
sobreseimiento libre y el archivo de las diligencias previas
por no considerar constitutivos de delito los hechos exa-
minados, «con reserva a favor de la parte querellante
de las acciones que en el orden jurisdiccional civil pudiera
ejercitar por los posibles daños y perjuicios sufridos».

c) El 11 de junio de 1991 la solicitante de amparo
interpuso demanda incidental de protección civil del
derecho al honor, a la intimidad personal y a la propia
imagen, al amparo de la Ley Orgánica 1/1982, contra
ambos periodistas y contra Radio Popular, Cadena de
Ondas Populares, S.A. (COPE). En la demanda se soli-
citaba la condena de los demandados como autores de
una intromisión ilegítima en el derecho al honor o, en
su caso, en la intimidad de la actora, y el pago de vein-
ticinco millones de pesetas en concepto de indemni-
zación. Por Sentencia de 30 de septiembre de 1992
el Juez de Primera Instancia núm. 12 de Barcelona esti-
mó parcialmente la demanda, declarando que los deman-
dados fueron causantes de una intromisión ilegítima en
los derechos al honor y a la intimidad de la actora, con-
denándoles a la difusión de la Sentencia en el mismo
programa que tuvo lugar la lesión o en otro de similar
audiencia, y a indemnizar solidariamente a aquélla en
la cantidad de cinco millones de pesetas. La Sentencia
rechazó la alegación de caducidad de la acción opuesta
por los demandados, señalando que el plazo de cuatro
años fijado por el art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982
debía empezar a contarse a partir de la terminación del
pleito penal por sobreseimiento libre, el cual tuvo lugar
el 7 de marzo de 1991 (fundamento jurídico primero).

d) Contra la anterior resolución, don Luis del Olmo,
Radio Popular, Cadena de Ondas Populares, S.A. (COPE)
y el Ministerio Fiscal formularon recurso de apelación,
que fue desestimado por Sentencia de la Sección Deci-
mosexta de la Audiencia Provincial de Barcelona de
fecha 28 de abril de 1994, confirmatoria de la Sentencia
de instancia en su integridad. La Audiencia Provincial
rechazó de nuevo la objeción de caducidad de la acción,
indicando que la perjudicada reaccionó de forma inme-
diata ante la emisión radiofónica que consideró lesiva
para su honor ejercitando los derechos que le concede
la Ley 1/1982 en vía penal, a pesar de que esta juris-
dicción hubiera entretenido «los papeles» más de cinco
años para acabar remitiendo las actuaciones a la juris-
dicción civil.

e) Frente a la Sentencia anterior Radio Popular,
Cadena de Ondas Populares, S.A. (COPE) interpuso recur-
so de casación alegando defecto en el ejercicio de juris-
dicción, transgresión del art. 9.5 de la Ley 1/1982, e
infracción de la jurisprudencia aplicable respecto a la
indemnización fijada en instancia, y solicitó que se admi-
tiera la caducidad de la acción alegada dictando nueva
resolución con dicho pronunciamiento. La demandante
de amparo impugnó el recurso, interesando su inadmi-
sión, y el Ministerio Fiscal informó negativamente la esti-
mación del recurso dado el objeto del pleito y la conducta
imputada.

Por Sentencia de 28 de septiembre de 1998 la Sala
de lo Civil del Tribunal Supremo declaró haber lugar al
recurso, desestimando la demanda deducida por la hoy
recurrente en amparo y absolviendo a don Luis del Olmo,
a don Jesús Pérez Mariñas y a Radio Popular, Cadena
de Ondas Populares, S.A. (COPE) de los pedimentos for-
mulados en el escrito inicial. La Sentencia estima el
segundo de los motivos de casación, por infracción del
art. 9.5 de la Ley 1/1982, que alegaba caducidad de
la acción civil en base a que ésta y la acción penal son
distintas. La Sala, después de afirmar el derecho del
perjudicado a elegir la vía judicial que estime conve-
niente, sienta por primera vez el criterio según el cual
el ejercicio de la acción penal lleva consigo el efecto
de la extinción de la acción civil por tratarse del ejercicio
de un derecho de opción, y argumenta que la posibilidad
de ejercer la vía civil después de agotada la penal equi-
valdría a mantener indefinidamente la posibilidad recla-
matoria, lo que sería contrario al espíritu de la Ley
1/1982, que emplea el instituto de la caducidad, y no
el de la prescripción, para el plazo de ejercicio de las
acciones, que fija en cuatro años.

Por otro lado el Tribunal Supremo da por caducada
la vertiente civil en virtud del transcurso del tiempo al
entender que habían transcurrido más de cuatro años
desde que la recurrente tuvo conocimiento de la intro-
misión (febrero de 1986) hasta la presentación de la
demanda (junio de 1991). Interpreta la Sala que, de
acuerdo con el art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982, el
dies a quo para el cómputo del plazo de las acciones
de protección frente a las intromisiones ilegítimas se
determina «desde que el legitimado pudo ejercerlas»,
habiendo tenido la recurrente la facultad de elegir la
vía civil al conocer la intromisión que hipotéticamente
le afecta en los meses de noviembre y diciembre de
1985. La perjudicada optó por la vía penal, habiendo
transcurrido el plazo de cinco años cuando finalizó el
procedimiento penal por Auto de sobreseimiento, sin
que la extensa duración de la tramitación de las dili-
gencias penales, más de cinco años, haya perjudicado
el transcurso del plazo de caducidad de la acción civil
al no constituir un supuesto de fuerza mayor. La Sala
remite a la recurrente a promover la oportuna reclama-
ción por el funcionamiento anormal de la Administración
de Justicia.

La Sentencia se acompaña de los Votos particulares
de dos Magistrados que discrepan de la mayoría de la
Sala por entender que no debió considerarse extinguida
la acción civil y que el plazo de caducidad debió enten-
derse suspendido durante la tramitación penal, reseñan-
do el segundo que ésta hubiera sido la interpretación
más acorde con el derecho a la tutela judicial efectiva.

3. La recurrente alega en su demanda de amparo
que la Sentencia del Tribunal Supremo ha vulnerado su
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) al rea-
lizar una interpretación irrazonable y arbitraria de la lega-
lidad que le deniega el acceso al proceso, puesto que
le impide retroactivamente, y sin fundamento legal, la
reparación de una lesión del derecho a la intimidad decla-
rada previamente por las Sentencias de instancia.

A su juicio la declaración de extinción de la acción
civil efectuada por la Sentencia impugnada es contraria
al art. 24.1 CE porque declara cerrado el paso al proceso
de forma retroactiva y sin contar con ningún apoyo nor-
mativo. En este sentido argumenta que la Ley 1/1982
protege los derechos del art. 18 CE a través de la vía
civil y penal, y que el ejercicio de la acción civil resar-
citoria e indemnizatoria se identifica en ambos casos,
razón por la que no puede ejercitarse de manera simul-
tánea. Al afirmar la Sentencia impugnada que el ejercicio
de la acción penal produjo la extinción de la acción civil,
sin ningún apoyo legal y olvidando la declaración del
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Juez penal, denegó la tutela de derechos fundamentales
con base en un obstáculo inexistente y no previsto
normativamente.

Por otro lado la recurrente añade que la Sentencia
declara la caducidad de la acción civil por el transcurso
de cuatro años con base en una interpretación del art.
9.5 de la Ley 1/1982 que resulta restrictiva en relación
a la protección de los derechos fundamentales. Y ello
porque no es posible sostener que el lapso durante el
cual se tramitó la acción penal agotó el plazo de cadu-
cidad de cuatro años, pues la caducidad se suspendió
cuando la acción se ejerció en plazo. La recurrente sos-
tiene que una vez agotada la vía penal, ejerció la vía
civil que le reservó el propio órgano judicial dentro del
plazo que le restaba tras alzarse la señalada suspensión.
Añade, por otra parte, que el Tribunal Supremo debió
entender que el plazo de caducidad no puede ser com-
putado si por fuerza mayor independiente de la voluntad
del titular no puede ejercitarse la acción, y por ello el
plazo debió comenzar a computarse desde que la ofen-
dida pudo ejercer su acción, es decir, una vez finalizado
el proceso penal.

Por todo ello solicita de este Tribunal la concesión
del amparo y que se declare que la Sentencia impugnada
ha vulnerado el art. 24.1 CE, anulando dicho pronun-
ciamiento y dejando subsistentes los efectuados por la
Audiencia de Barcelona en su Sentencia de 28 de abril
de 1994, que confirmó la dictada por el Juez de Primera
Instancia núm. 12 de Barcelona el 30 de septiembre
de 1992.

4. Por providencia de 13 de septiembre de 1999
la Sección Tercera del Tribunal acordó abrir el trámite
previsto en el art. 50.3 LOTC, concediendo un plazo
común de diez días al Fiscal y a la solicitante de amparo
para alegaciones a los fines del expresado precepto. La
recurrente presentó su escrito de alegaciones el 14 de
octubre de 1999, en el que dio por reproducido el con-
tenido íntegro de la demanda de amparo, destacando
el contenido constitucional de las quejas que en ella
se vierten, en concreto, por vulneración del art. 24.1
CE al haber realizado la Sentencia impugnada una inter-
pretación de la Ley 1/1982 contraria a dicho precepto
constitucional. El Ministerio público, en escrito registrado
el 20 de octubre de 1999, propuso la admisión a trámite
de la demanda por no carecer de contenido constitu-
cional. A su juicio el recurso de amparo no plantea una
cuestión de legalidad ordinaria porque, de acuerdo con
el art. 9 de la Ley 1/1982, el ejercicio de la vía penal
conlleva, en caso de no renunciar a ello, el ejercicio
de la acción civil, y la desestimación judicial de la primera
no supone la desestimación de la segunda. Al desco-
nocer el Tribunal Supremo que el ejercicio de la acción
civil se hizo al mismo tiempo que la penal, por elección
de esa vía protectora, se cerró el acceso al proceso crean-
do un obstáculo procesal formalista y enervante que vul-
neró el derecho a la tutela judicial efectiva.

5. Por providencia de 3 de diciembre de 1999 la
Sala Segunda acordó la admisión a trámite de la deman-
da y, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 51 LOTC,
requerir a la Sala Primera del Tribunal Supremo y a la
Sección Decimosexta de la Audiencia Provincial de Bar-
celona para que, en el plazo de diez días, remitiesen,
respectivamente, certificación o fotocopia adverada de
las actuaciones correspondientes al recurso de casación
núm. 1808/94 y al rollo de apelación núm. 855/93.
Asimismo se acordó requerir al Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 12 de Barcelona la remisión, en el mismo
plazo, de las actuaciones correspondientes al juicio de
protección civil del derecho al honor, intimidad personal
y propia imagen núm. 776/91, interesando al propio
tiempo que se emplazara a quienes fueron parte en el
procedimiento, con excepción de la recurrente, para que,

en el plazo de diez días, pudieran comparecer en el pre-
sente proceso.

6. Por escrito presentado el 25 de enero de 2000
la Procuradora de los Tribunales doña María Eva de Gui-
nea Ruenes solicitó personarse en el proceso en nombre
de la solicitante de amparo, en sustitución del Procurador
que hasta entonces había ostentado dicha representa-
ción, por haber causado éste baja en el correspondiente
colegio profesional. Por diligencia de ordenación de 31
de enero de 2000 la Sala Segunda acordó tener por
personada a la Procuradora doña María Eva de Guinea
Ruenes en nombre y representación de doña Isabel
Preysler Arrastia, acordándose entender con ella las
sucesivas actuaciones.

7. Por providencia de la Sala Segunda de 23 de
mayo de 2000 se tuvo por recibido testimonio de los
autos de menor cuantía núm. 776/91 del Juzgado de
Primera Instancia núm. 12 de Barcelona, y se acordó
librar comunicación al mencionado Juzgado requirién-
dole que, a la mayor brevedad, practicara el emplaza-
miento de don Jesús Pérez Mariñas a fin de que, en
plazo de diez días, pudiera comparecer en el amparo.

8. Mediante escrito presentado el 17 de enero de
2001 la Procuradora de los Tribunales doña Elena Lour-
des Fernández Fernández, en representación de don
Jesús Pérez Mariñas, se personó en el proceso de ampa-
ro solicitando que se entendieran con ella las actuaciones
sucesivas.

9. Por escrito registrado el 4 de febrero de 2000
el Procurador de los Tribunales don Manuel Lanchares
Perlado, en nombre de Radio Popular, Cadena de Ondas
Populares, S.A. (COPE) se personó en el proceso, soli-
citando que se entendieran con él las actuaciones suce-
sivas y se le concediera vista de las practicadas para
presentar alegaciones.

10. Por diligencia de ordenación de la Sala Segunda
de 25 de enero de 2001 se acordó tener por personados
y parte en el procedimiento al Procurador don Manuel
Lanchares Perlado y a la Procuradora doña Elena Lourdes
Fernández Fernández, en nombre y representación de
Radio Popular, Cadena de Ondas Populares, S.A. (COPE)
y de don Jesús Pérez Mariñas, respectivamente, enten-
diéndose con ellos las sucesivas actuaciones. Asimismo
se acordó dar vista de las actuaciones recibidas a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal, por un plazo
común de veinte días, para que pudieran presentar las
alegaciones que tuviesen por convenientes.

11. En escrito presentado el 26 de febrero de 2001
el Procurador de los Tribunales don Manuel Lanchares
Perlado, en nombre de Radio Popular, Cadena de Ondas
Populares, S.A. (COPE) formuló alegaciones solicitando
la desestimación del amparo por inexistencia de vulne-
ración del derecho a la tutela judicial efectiva. Señala
que, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/1982, modificada
por la Ley Orgánica 10/1995, una vez la recurrente eligió
la vía penal se extinguió la vía civil, y en todo caso,
cuando aquélla la ejerció ya había caducado por el trans-
curso de los cuatro años, sin que pueda atribuirse fuerza
de Ley al pronunciamiento del juez de lo penal.

12. En el escrito de alegaciones presentado el 27
de febrero de 2001 la Procuradora doña Elena Lourdes
Fernández Fernández, en nombre de don Jesús Pérez
Mariñas, afirma que de acuerdo con el art. 9.5 de la
Ley Orgánica 1/1982, la demanda de protección civil
presentada en 1991 había caducado, y que, en todo
caso, las expresiones pretendidamente injuriosas del Sr.
Mariñas no constituyeron una intromisión ilegítima en
la privacidad de la demandante.

13. En su escrito de alegaciones, registrado el 14
de febrero de 2001, la representación procesal de la
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recurrente dio por reproducidos los argumentos vertidos
en la demanda de amparo, haciendo suyos los expre-
sados por el Ministerio Fiscal en su escrito de 20 de
octubre de 1999, invocando la STC 297/1994, en el
que el Tribunal estimó el amparo en un caso semejante
al que aquí se plantea.

14. Finalmente el Ministerio Fiscal presentó su escri-
to de alegaciones el 5 de marzo de 2001, interesando
el otorgamiento del amparo por entender que la Sen-
tencia del Tribunal Supremo, aquí impugnada, vulnera
el derecho a la tutela judicial efectiva. Y ello porque,
de acuerdo con la jurisprudencia constitucional sobre
el instituto de la caducidad, la resolución recurrida realiza
una interpretación de los preceptos legales, en concreto
del art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982, que supone
una desproporción manifiesta entre los fines que pre-
servan los requisitos que se dicen vulnerados y los inte-
reses que se sacrifican, en este caso el acceso a la juris-
dicción para la defensa del derecho fundamental al
honor.

El Fiscal analiza los dos argumentos que esgrime la
Sala Primera del Tribunal Supremo para afirmar, por un
lado, la extinción de la acción civil, y, por otro, la cadu-
cidad de la misma. En relación a la primera señala que
en el momento de producirse los hechos existían varios
cauces procesales frente a las vulneraciones del honor,
y que la conclusión de la Sala, afirmando que «el ejercicio
de la acción penal lleva consigo la extinción de la acción
civil», no se apoyó en ninguna norma vigente y contradijo
el art. 116 LECrim, el cual únicamente otorga virtualidad
extintiva de la acción civil al ejercicio de la acción penal
cuando, producido tal ejercicio, se declara por sentencia
firme que no ocurrió el hecho del que nace la acción
civil, supuesto que no se dio en el presente caso, como
estableció el Auto de sobreseimiento. Se produjo, pues,
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva por
inaplicación de la legislación que desarrolla dicho dere-
cho fundamental.

En relación a la caducidad apreciada por la Sala en
virtud del transcurso de cuatro años desde que la
recurrente tuvo conocimiento de la intromisión (febrero
de 1986) hasta la presentación de la demanda (junio
de 1991) señala el Fiscal que, a pesar de la dicción
literal del art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982, el plazo
que allí se fija puede considerarse de prescripción, y,
por ende, susceptible de interrupción por el ejercicio
de la acción, conforme a lo dispuesto en el art. 1973
CC. La Sentencia recurrida, al impedir el examen de la
demanda por considerar que el plazo para el ejercicio
de la acción era de caducidad, vulneró el art. 24 CE.

Finalmente señala que el criterio interpretativo del
Tribunal Supremo es contrario al art. 24 CE porque supo-
ne un sacrificio desproporcionado de intereses, dado que
las víctimas de intromisiones ilegítimas en su derecho
al honor que decidieran ejercer la acción penal deberían
plantear su demanda civil antes de cuatro años para
acceder a la jurisdicción, demanda que tendría que archi-
varse o paralizarse hasta que recayera Sentencia en el
proceso penal, en cuyo caso el destino de la demanda
dependería del contenido de la resolución que pusiera
fin al proceso penal.

Por todo ello el Fiscal interesa que se dicte Sentencia
en la que se declare que se ha vulnerado el derecho
a la tutela judicial efectiva, anulando la Sentencia impug-
nada y retrotrayendo las actuaciones al momento ante-
rior a dictar Sentencia para que se dicte otra que respete
el contenido del citado derecho fundamental.

15. Por providencia de 4 de abril de 2002 se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 8 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de 28 de septiembre de 1998 de la Sala
de lo Civil del Tribunal Supremo, que declaró haber lugar
al recurso de casación formulado contra la Sentencia
de 28 de abril de 1994 de la Audiencia Provincial de
Barcelona, confirmatoria en apelación de la dictada por
el Juez de Primera Instancia núm. 12 de Barcelona el
30 de septiembre de 1992. Esta última estimó parcial-
mente la demanda incidental de protección civil del dere-
cho al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen
interpuesta el 11 de junio de 1991 por la aquí recurrente
al amparo de la Ley Orgánica 1/1982; y declaró que
los comentarios sobre su vida privada vertidos el 27
de noviembre de 1985 por los periodistas don Luis del
Olmo y don Jesús Mariñas en el programa «Protago-
nistas», emitido por Radio Popular, Cadena de Ondas
Populares, S.A. (COPE) constituyeron una intromisión ile-
gítima en sus derechos al honor y la intimidad, con-
denándoles a la difusión de la Sentencia en el mismo
programa que tuvo lugar la lesión o en otro de similar
audiencia y a indemnizarla solidariamente en la cantidad
de cinco millones de pesetas.

La recurrente en amparo había interpuesto previa-
mente, con fecha 7 de febrero de 1986, querella criminal
por un presunto delito de injurias por los mismos hechos,
y, después de una larga tramitación procesal, el Juez
de Instrucción núm. 15 de Barcelona acordó, mediante
Auto de 7 de marzo de 1991, el sobreseimiento libre
y el archivo de las diligencias previas por no considerar
constitutivos de delito los hechos examinados, con reser-
va a favor de la parte querellante de las acciones que
en el orden jurisdiccional civil pudiera ejercitar por los
posibles daños y perjuicios sufridos.

La Sentencia del Tribunal Supremo que ahora se
recurre en amparo declara la caducidad de la acción
civil en aplicación del art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/982.
La Sala sienta por primera vez el criterio de que el ejer-
cicio de la acción penal lleva consigo el efecto de la
extinción de la acción civil por tratarse del ejercicio de
un derecho de opción, y argumenta que la posibilidad
de ejercer la vía civil después de agotada la penal equi-
valdría a mantener indefinidamente la posibilidad recla-
matoria, lo que sería contrario al espíritu de la Ley Orgá-
nica 1/1982, que emplea el instituto de la caducidad,
y no el de la prescripción, para el plazo de ejercicio
de las acciones. Por otro lado da por caducada la ver-
tiente civil en virtud del transcurso del tiempo y considera
que, según el art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982, el
dies a quo para el cómputo del plazo de ejercicio de
la acción es aquel en el cual el legitimado pudo ejercer
las acciones de protección frente a las intromisiones ile-
gítimas. La recurrente pudo elegir la vía civil al conocer
la intromisión, pero optó por la vía penal, habiendo trans-
currido cinco años cuando finalizó el procedimiento
penal por Auto de sobreseimiento, sin que la extensa
duración de su tramitación haya perjudicado el trans-
curso del plazo de caducidad al no constituir un supuesto
de fuerza mayor.

La demandante de amparo alega que la Sentencia
frente a la cual dirige su queja vulnera su derecho a
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) porque realiza
una interpretación irrazonable y arbitraria de la legalidad
que le deniega el acceso al proceso, ya que le impide
retroactivamente, y sin fundamento legal, la reparación
de una lesión del derecho a la intimidad declarada pre-
viamente por las Sentencias de instancia. En relación
a la declaración de extinción de la acción civil por el
ejercicio de la acción penal señala que la Sala deniega
la tutela de derechos fundamentales con base en un
obstáculo inexistente y no previsto normativamente,
puesto que la Ley Orgánica 1/1982 protege los derechos
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del art. 18 CE a través de la vía civil y penal, y que
el ejercicio de la acción civil se identifica en ambos casos,
razón por la cual no puede ejercitarse de manera
simultánea.

En relación a la declaración de caducidad de la acción
civil por el transcurso de cuatro años alega que no es
posible sostener que el lapso en el que se tramitó la
acción penal agotó el plazo de caducidad, pues éste
se suspendió cuando la acción se ejerció en plazo, y
en todo caso el Tribunal Supremo debió entender que
el plazo de caducidad no podía ser computado si por
fuerza mayor independiente de la voluntad del titular
no podía ejercitarse la acción, y por ello el plazo debió
comenzar a computarse desde que la ofendida pudo
ejercer su acción; es decir, una vez finalizado el proceso
penal.

También el Ministerio Fiscal entiende que la Senten-
cia impugnada vulnera el derecho a la tutela judicial
efectiva porque realiza una interpretación del art. 9.5
de la Ley Orgánica 1/1982 que supone una despro-
porción manifiesta entre los fines que preservan los requi-
sitos que se dicen vulnerados y los intereses que se
sacrifican, en este caso el acceso a la jurisdicción para
la defensa del derecho fundamental al honor. Respecto
a la declaración de extinción de la acción civil alega
que la conclusión de la Sala, según la cual el ejercicio
de la acción penal lleva consigo la extinción de la acción
civil, no se apoya en ninguna norma vigente, y contradice
el art. 116 LECrim, que únicamente otorga virtualidad
extintiva de la acción civil al ejercicio de la acción penal
cuando, producido tal ejercicio, se declara por sentencia
firme que no ocurrió el hecho del que nace la acción
civil, lo cual no se dio en el presente caso, como esta-
bleció el Auto de sobreseimiento. En relación a la cadu-
cidad apreciada por la Sala señala que, a pesar de la
dicción literal del art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982,
el plazo que allí se fija puede considerarse de prescrip-
ción, y, por ende, susceptible de interrupción por el ejer-
cicio de la acción, conforme a lo dispuesto en el art.
1973 CC. El Fiscal considera que el criterio interpretativo
del Tribunal Supremo también es contrario al art. 24
CE porque supone un sacrificio desproporcionado de
intereses, dado que las víctimas de intromisiones ile-
gítimas en su derecho al honor que decidieran ejercer
la acción penal deberían plantear su demanda civil antes
de cuatro años para acceder a la jurisdicción, demanda
que tendría que archivarse o paralizarse hasta que reca-
yera Sentencia en el proceso penal, en cuyo caso el
destino de la demanda dependería del contenido de la
resolución que pusiera fin al proceso penal.

Las representaciones procesales de Radio Popular,
Cadena de Ondas Populares, S.A. (COPE) y de don Jesús
Pérez Mariñas, personadas en este proceso, solicitan la
desestimación del amparo por inexistencia de vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva al considerar
que una vez la recurrente eligió la vía penal, se extinguió
la vía civil, y, en todo caso, cuando aquélla la ejerció
ya había caducado por el transcurso de cuatro años.

2. Tal como ha quedado expuesto en los antece-
dentes, y se deduce de las alegaciones de las partes,
la cuestión debatida en presente recurso de amparo es
si la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de septiem-
bre de 1998 vulneró el derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE) de la recurrente al realizar una inter-
pretación de los arts. 1.2 y 9.5 de la Ley Orgánica
1/1982 a virtud de la cual el ejercicio de la acción penal
supuso la extinción, concluso el proceso penal, de la
posibilidad del ejercicio subsiguiente de la acción civil
ante esta jurisdicción, así como que, en todo caso, la
posibilidad de ejercitar la acción civil ante tal jurisdicción
habría caducado por el transcurso de cuatro años, sin
que el ejercicio de la acción penal supusiese interrupción

ni suspensión del citado plazo de caducidad. Merced
a esta interpretación, el Tribunal Supremo, después de
casar la Sentencia recurrida, absolvió a don Luis del Olmo
Maroto, a don Jesús Pérez Mariñas y a la Entidad Radio
Popular, Cadena de Ondas Populares, S.A. (COPE) de
la demanda planteada por doña Isabel Preysler Arrastia.

Como se acaba de indicar, el Tribunal Supremo fundó
la declaración de haber lugar a la casación de la Sen-
tencia recurrida y la desestimación de la demanda dedu-
cida por la ahora recurrente en amparo en dos argu-
mentos bien diferenciados, si bien se encuentran rela-
cionados por situarse ambos en el modo de articularse
el ejercicio la acción penal y civil (ante una y otra juris-
dicción) derivada de hechos que pudieran revestir carac-
teres delictivos y en las peculiaridades que pudiera com-
portar el hecho de tener en su base una pretendida lesión
del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen.

3. Para valorar si la decisión recurrida en amparo
vulnera efectivamente el art. 24.1 CE es preciso partir
de la consolidada doctrina de este Tribunal según la
cual una de las proyecciones del derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva consiste en el acceso a la
jurisdicción, que se concreta en el derecho a ser parte
en un proceso para poder promover la actividad juris-
diccional que desemboque en una decisión judicial sobre
pretensiones deducidas, salvo que lo impida una razón
fundada en un precepto expreso de una Ley, que a su
vez sea respetuoso con el contenido esencial del derecho
fundamental (SSTC 13/1981, de 22 de abril, FJ 1;
21/1981, de 15 de junio, FJ 15; 119/1983, de 14
de diciembre, FJ 1; 93/1984, de 16 de octubre, FJ 5.a;
220/1993, de 30 de junio, FJ 3; 36/1997, de 25 de
febrero, FJ 3; 61/2000, de 13 de marzo, FJ 3;
193/2000, de 18 de julio, FJ 2). El derecho a la tutela
judicial se satisface igualmente cuando los órganos judi-
ciales, apreciando la concurrencia de un motivo legal-
mente previsto que impide el examen de fondo, así lo
declaren de manera fundada mediante la aplicación razo-
nada de aquella causa legal, de tal forma que una reso-
lución de inadmisión o meramente procesal es cons-
titucionalmente admisible siempre que el razonamiento
responda a una interpretación de las normas legales de
conformidad con la Constitución y en el sentido más
favorable para la efectividad del derecho fundamental
(SSTC 39/1999, de 22 de marzo, FJ 3; 259/2000, de
30 de octubre, FJ 2). Por el contrario el derecho de
acceso a la tutela puede verse vulnerado por aquellas
interpretaciones de las normas que son manifiestamente
erróneas, irrazonables o se basan en criterios que por
su rigorismo, formalismo excesivo o cualquier otra razón
revelan una clara desproporción entre los fines que aque-
lla causa preserva y los intereses que se sacrifican, de
forma que la negación de la concurrencia del presupues-
to o requisito en cuestión sea arbitraria o irrazonable
(STC 311/2000, de 18 de diciembre, FJ 3).

La especificación de esta doctrina a los presupuestos
procesales nos ha llevado a reiterar que la interpretación
de las normas procesales, y, más en concreto, la con-
currencia de los presupuestos que condicionan la válida
constitución del proceso, son, en principio, operaciones
que no trascienden el ámbito de la legalidad ordinaria,
que competen a los órganos judiciales en el ejercicio de
la función jurisdiccional que les es propia ex art. 117.3
CE, no siendo función de este Tribunal Constitucional exa-
minar la interpretación de la legalidad hecha por los órga-
nos judiciales salvo que, por resultar manifiestamente arbi-
traria, claramente errónea o no satisfacer las exigencias
de proporcionalidad inherentes a la restricción de todo
derecho fundamental, impliquen en sí mismas una lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 140/1987,
de 23 de julio, FJ 2; 132/1992, de 28 de septiembre,
FJ 2; 138/1995, de 25 de septiembre, FJ 3;
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88/1997, de 5 de mayo, FJ 2; 236/1998, de 14 de
diciembre, FJ 2; 165/1999, de 27 de septiembre, FJ 3;
301/2000, de 11 de diciembre, FJ 2).

En relación al caso particular de la apreciación de
la prescripción y la caducidad constituye doctrina rei-
terada de este Tribunal que la interpretación efectuada
por los Jueces y Tribunales de Justicia de las normas
relativas tanto a los plazos de caducidad como a los
de prescripción es una cuestión de legalidad ordinaria,
es decir, de la exclusiva competencia de aquéllos (SSTC
27/1984, de 24 de febrero, 89/1992, de 8 de junio,
201/1992, de 30 de noviembre, 101/1993, de 22 de
marzo, 164/1993, de 18 de mayo, 245/1993, de 19
de julio, 322/1993, de 8 de noviembre, y 47/1997,
de 11 de marzo, y 160/1997, de 2 de octubre, dictada
por el Pleno). Sólo por excepción, hemos afirmado, la
interpretación de tal legalidad ordinaria alcanzará rele-
vancia constitucional desde la perspectiva de la efec-
tividad del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
CE) cuando haga imposible en la práctica el ejercicio
de la acción (así, en los supuestos que dieron lugar a
las SSTC 262/1988, de 22 de diciembre, 47/1989,
de 21 de febrero, 220/1993, de 30 de junio); cuando
en la determinación de dicho plazo se incurra en un
error patente (así, en el caso que motivó nuestra STC
201/1992, de 19 de noviembre), y, finalmente, cuando
se apoye en un razonamiento puramente arbitrario o,
lo que es igual, sencillamente absurdo (como consecuen-
cia de nuestra doctrina general sobre las resoluciones
judiciales manifiestamente arbitrarias: SSTC 89/1992,
245/1993 y 322/1993, entre otras).

En este sentido hemos concretamente declarado que
«no corresponde a este Tribunal revisar la legalidad apli-
cada ni establecer, en concreto, la interpretación que
haya de darse a las normas que regulan los plazos de
prescripción en el ejercicio de los derechos y acciones
o establecen el cómputo de dichos plazos» (STC
220/1993). Ahora bien, nos hemos ocupado inmedia-
tamente de advertir (en la última Sentencia citada) que
«cuando este Tribunal, en innumerables ocasiones,
declara que una determinada cuestión de Derecho es
“de legalidad ordinaria” o expresión similar, con la ine-
luctable consecuencia de declararla ajena a su propia
competencia, y propia exclusivamente de la de los Tri-
bunales ordinarios, no por ello está despojando de toda
consideración de constitucionalidad a dicha cuestión. La
Constitución, por el contrario, y muy particularmente los
derechos fundamentales, inspiran y alientan todo nues-
tro ordenamiento, hasta sus últimas o más modestas
manifestaciones. Ahora bien, ello no puede implicar el
que este Tribunal esté llamado a imponer su criterio
determinando, hasta el último extremo, la medida en
que todas y cada una de las interpretaciones de la lega-
lidad, llamada ordinaria, deben quedar influidas por los
contenidos constitucionales. Tal cosa equivaldría a exten-
der el ámbito de las “garantías constitucionales” (art.
123.1 CE) que marca el límite de nuestra jurisdicción
a la interpretación de todo el ordenamiento. Consecuen-
cia de todo ello es que este Tribunal, en algunos casos,
puede llegar a entender que interpretaciones de la lega-
lidad ordinaria distintas de las que en el caso sometido
a su consideración se hicieron acaso hubieran respon-
dido más plenamente a los valores incorporados a los
preceptos constitucionales y, muy en particular, a los
relativos a los derechos fundamentales, lo que puede
llevarle a sentirse distanciado respecto de la solución
alcanzada. Pero una cosa es la garantía de los derechos
fundamentales, tal como le está encomendada, y otra,
necesariamente muy distinta, la de la máxima irradiación
de los contenidos constitucionales en todos y cada uno
de los supuestos de interpretación de la legalidad; esto
último puede no ocurrir sin que ello implique siempre
la vulneración de un derecho fundamental».

Inmediatamente hemos precisado, y tenemos que rei-
terar con énfasis ahora, que de ello no se deduce que
este Tribunal comparta o haga suya la interpretación
de la legalidad llevada a cabo por la Sentencia objeto
de la demanda de amparo, ni desde el punto de vista
de los institutos legales en sí mismos considerados, sobre
los que este Tribunal no tiene porqué pronunciarse, ni
desde la anteriormente señalada perspectiva del máximo
influjo de los contenidos constitucionales en la interpre-
tación de la legalidad, en lo que ciertamente debe admi-
tirse la autoridad de este Tribunal.

Finalmente, en cuanto a la relevancia del momento
procesal en el que la apreciación de la prescripción, y
vale ello ahora también para la caducidad, hemos pun-
tualizado en varias ocasiones (últimamente en la STC
298/2000, de 11 de diciembre) que cuando la apli-
cación de la concurrencia de la prescripción se realiza
tras el completo y regular desarrollo del proceso judicial,
y en decisión adoptada por el propio juzgador del fondo
de la pretensión, y no in limine litis, éste no se halla
necesariamente vinculado por la regla hermenéutica pro
actione, pues debe considerarse que ha existido autén-
tico acceso a la justicia. En definitiva, lo que ha podido
existir es una desestimación de la pretensión de fondo
y no una denegación del acceso a la justicia (STC
42/1997, de 10 de marzo, FJ 3), lo que no excluye
la posible existencia de una lesión constitucional que,
sin embargo, deberá abordarse desde la exigencia de
una respuesta judicial razonada, motivada y fundada en
Derecho, que tanto existe si resuelve acerca del fondo
de la pretensión o pretensiones de las partes como si
se inadmite la acción por una causa legal debidamente
acreditada, siempre y cuando el órgano judicial en este
caso aplique el Derecho razonadamente y no de modo
arbitrario.

4. La argumentación hasta aquí desarrollada ha de
llevarnos a entender que la apreciación de la caducidad
de la acción de protección civil del derecho al honor,
a la intimidad y a la propia imagen que se establece
en la Ley Orgánica 1/1982 para ser ejercitada ante la
jurisdicción civil supera el canon de razonabilidad, arbi-
trariedad y error patente con el que, según ya indicamos
con anterioridad, hemos de confrontar la resolución judi-
cial a la que la queja contenida en la demanda de amparo
se refiere. En efecto, la Sentencia del Tribunal Supremo
aquí recurrida, luego seguida en otra posterior de 31
de julio de 2000, arranca de una doble peculiaridad en
el régimen jurídico aplicable a los hechos enjuiciados,
que pasamos a analizar.

En primer término hemos de tener presente que los
hechos delictivos relativos a esta materia son de per-
secución privada (FJ 3, párrafos 5 y 12 de la Sentencia
del Tribunal Supremo), por lo que el perjudicado dispone
de una doble vía de protección establecida en los arts.
1.1 y 1.2 (nótese que a la sazón estaba vigente la redac-
ción originaria de este artículo) de la Ley Orgánica
1/1982 (FJ 3, párrafo 4 de la misma citada Sentencia).

Sobre esta cuestión cabe recordar que el art. 1.2
de esta Ley Orgánica, en la redacción originaria, man-
tenida hasta su reforma por la Disposición final quinta
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del
Código penal, establecía que: «cuando la intromisión sea
constitutiva de delito, se estará a lo dispuesto en el Códi-
go Penal. No obstante, serán aplicables los criterios de
esta ley para la determinación de la responsabilidad civil
derivada de delito.»

En el caso de que los hechos presuntamente lesivos
del derecho a la honor a la intimidad personal y familiar
y a la propia imagen fuesen aparentemente delictivos,
la interpretación de este precepto en combinación con
las reglas ordinarias de la Ley de enjuiciamiento criminal
(arts. 110 a 117) llevó a la jurisprudencia del Tribunal
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Supremo a distinguir según que se tratase de delitos
que, por afectar a funcionarios públicos o autoridades,
fuesen perseguibles de oficio o, por el contrario, fuesen
perseguibles a instancia del ofendido mediante denuncia
o querella según los casos, por no ser los perjudicados
afectados en consideración a ninguna condición pública.
En el primer supuesto el Tribunal Supremo entendió que
la apariencia delictiva de los hechos determinaba, a tenor
del art. 1.2 de la Ley Orgánica 1/1982, que hubiera
de conocer la jurisdicción penal con preferencia absoluta.
Esta línea jurisprudencial, que se inicia con la STS de
11 de noviembre de 1988 y continúa con las de 27
de enero, 7 y 23 de febrero, 17 de marzo, 14 de abril,
22 de junio, 6 y 14 de julio, y 11 de octubre de 1989,
4 de octubre y 14 de noviembre de 1991, dio lugar
a estimación de la excepción de incompetencia de juris-
dicción o a la desestimación de los recursos de casación
que se deducían por su estimación en las sentencias
de instancia.

En este estado jurisprudencial se dicta la STC
241/1991, de 16 de diciembre (recurso de amparo
deducido precisamente contra la citada Sentencia del
Tribunal Supremo de 17 de marzo de 1989), en la cual
se realizan dos afirmaciones de capital importancia. De
una parte que no es discriminatoria la existencia de un
doble régimen de preferencia de la jurisdicción penal
y la civil según que se trate de hechos que, de entenderse
delictivos, sean perseguibles de oficio o a instancia de
parte. De otro lado que nada obsta a que el funcionario
o la autoridad personalmente afectados por los hechos
pueda, concluso el proceso penal, continuar con el ejer-
cicio de la acción civil de protección de su derecho al
honor, la intimidad personal y familiar y la propia imagen
establecida en la Ley Orgánica 1/1982 que resultó sus-
pendida por la tramitación de la causa penal.

Ahora bien, tras estas afirmaciones, su aplicación al
caso concreto llevó a este Tribunal a estimar el recurso
de amparo por cuanto la incompetencia de la jurisdicción
civil a favor de la penal no se basó, en el caso allí resuelto,
en ninguna de las dos causas legalmente previstas para
ello, a saber, la pendencia de un proceso penal sobre
los mismos hechos y la necesidad de que la jurisdicción
civil fundamentase su resolución exclusivamente en la
existencia de un delito (arts. 114 LECrim y 362 LEC
respectivamente). A partir de esta Sentencia constitu-
cional la jurisdicción ordinaria acomoda sus resoluciones
a ella en los supuestos en los que los hechos preten-
didamente lesivos del derecho al honor pueden ser cons-
titutivos de delito público, de lo que son buena muestra
las Sentencias del Tribunal Supremo de 26 de febrero
de 1992, 26 de enero de 1993, 6 de febrero y 12 de
marzo de 1996, y, últimamente, la de 4 de junio de 2001.

En cambio, en el segundo supuesto (hechos lesivos
del derecho fundamental que constituyen delito perse-
guible a instancia de parte) la jurisprudencia del Tribunal
Supremo ha reconocido, en una línea constante, al par-
ticular ofendido la posibilidad de optar por la protección
de su derecho a través de la jurisdicción civil o de la
penal, de suerte que en ningún caso existiría una pre-
ferencia de la jurisdicción penal que hiciese apreciable
la incompetencia de la jurisdicción civil. Ejercitada la
opción por una u otra jurisdicción el ejercicio de la acción
se somete al régimen jurídico establecido para cada una
de ellas. De ello son exponente las Sentencias del Tri-
bunal Supremo de 4 de noviembre de 1986, 23 de marzo
y 22 de octubre de 1987, 11 de octubre y 6 de diciembre
de 1988, 11 de abril de 1989, 13 de julio de 1992
y 14 de marzo de 1996.

En consecuencia, en lo que se refiere a la primera
de las especialidades de las que arranca el Tribunal
Supremo en la Sentencia aquí recurrida en amparo, cabe
afirmar que, tratándose de hechos que de ser consti-
tutivos de delito serían perseguibles sólo a instancia de

parte, siempre ha reconocido el derecho de opción por
la protección a través de la jurisdicción penal o la civil.
A esta jurisprudencia constante se acomodó también
en la resolución aquí impugnada, haciéndolo explícito
en el fundamento jurídico tercero, párrafos quinto, duo-
décimo, decimotercero y decimosexto, sin que, de otra
parte, la existencia de tal opción haya sido cuestionada
en sí misma, sino en las consecuencias que de su ejer-
cicio ante la jurisdicción penal se pudieran derivar en
orden a la subsistencia de la acción civil. A ello nos
referiremos a continuación.

5. La segunda peculiaridad o singularidad del
supuesto enjuiciado por el Tribunal Supremo en la Sen-
tencia objeto de este recurso de amparo reside en la
trascendencia que se otorga al hecho de que el plazo
para el ejercicio de las acciones de protección estable-
cidas en la Ley Orgánica 1/1982 sea de caducidad y
no de prescripción. Tal circunstancia hace que, en el
segundo de los argumentos de la Sentencia impugnada,
al que ahora ceñimos nuestro razonamiento, se entienda
que cuando se formuló demanda ante el Juzgado de
Primera Instancia, tras el sobreseimiento de la causa
penal, el plazo de caducidad de la acción había ya ven-
cido porque el ejercicio de la acción penal no supuso
interrupción ni suspensión de su curso, lo que determina
la absolución de la demanda.

El Tribunal Supremo parte del hecho cierto de que
el legislador ha acudido al instituto de la caducidad de
la acción por el transcurso de cuatro años, plazo que,
no sobra recordar, es bastante más dilatado que los de
un año y seis meses establecidos tanto para la pres-
cripción de los delitos de calumnias o injurias en el art.
113 del entonces vigente Código penal como en el art.
1968 del Código civil en relación con «la acción para
exigir la responsabilidad civil por injuria o calumnia».
A continuación razona el supremo intérprete de la lega-
lidad ordinaria que, por tratarse de un plazo de caducidad
el ejercicio de la acción penal por la que primeramente
optó la demandante de amparo, no puede producir el
efecto de la interrupción ni de la suspensión del plazo
de caducidad sin una previsión normativa expresa que
así lo establezca. Es la singularidad de que la norma
legal acuda al instituto de la caducidad para regular el
plazo de ejercicio de la acción de protección civil del
derecho al honor, la intimidad y la propia imagen (arts.
1.1 y 9.5 Ley Orgánica 1/1982), y, consiguientemente,
la certeza en las relaciones jurídicas que con ello se
afirma que pretende el legislador ordinario, lo que lleva
al Tribunal Supremo a apreciar, en el segundo de los
razonamientos esgrimidos para casar la Sentencia allí
recurrida, que en los supuestos en que la persecución
penal es privada existe un distinto régimen jurídico de
articulación del ejercicio de la acción civil regulada en
la Ley Orgánica 1/1982 en relación a la penal, sepa-
rándose así de la ordenación general establecida en los
arts. 100 a 117 LECrim. Se inicia de esta manera, moti-
vadamente, una línea jurisprudencial que luego alcanza
continuidad, y acaso mayor claridad expositiva, en la
ya citada Sentencia de 31 de julio de 2000 (en la cual
se afirma tajantemente la inaplicabilidad del art. 114
LECrim) y que, por arrancar del hecho cierto y diferencial
de la caducidad de la acción civil establecida en el art.
9.5 de la Ley Orgánica 1/1982 por el transcurso de
cuatro años, no pasa de constituir una cuestión relativa
a la interpretación y aplicación de la legalidad ordinaria
que, con los límites expuestos con anterioridad por refe-
rencia a nuestra STC 160/1997, de 2 de octubre, corres-
ponde en exclusiva a los órganos de la jurisdicción ordi-
naria en virtud de la delimitación que de sus funciones
se efectúa en el art. 117 CE según la interpretación
mantenida por este Tribunal al delimitar su propia
jurisdicción.
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6. La necesidad de que este Tribunal ciña su análisis
a la vulneración del derecho fundamental invocado, en
el presente caso exclusivamente el derecho a la tutela
judicial efectiva, orillando cualquier consideración atinen-
te al derecho fundamental sustantivo, el derecho al
honor, que con el proceso judicial previo se trataba de
preservar por el particular ante los órganos judiciales,
pero respecto del cual no se formula ante nosotros queja
alguna, ha de llevarnos a la desestimación del presente
recurso de amparo. En efecto, aun cuando el otro de
los argumentos empleados por el Tribunal Supremo para
casar la Sentencia recurrida (que el ejercicio de la acción
penal lleva consigo el efecto de la extinción de la acción
civil por tratarse del ejercicio de un derecho de opción)
pudiera resultar lesivo del derecho a la tutela judicial
efectiva en la medida en que cupiera entenderse que
contradice frontalmente lo dispuesto en el art. 116
LECrim, basta con que uno de los argumentos utilizados
por el Tribunal Supremo supere el canon de constitu-
cionalidad con el que venimos enjuiciando en amparo
resoluciones judiciales del género de la ahora conside-
rada para que hayamos de estimar que el derecho a
la tutela judicial efectiva ha sido respetado y, en con-
secuencia, resulta procedente la desestimación del recur-
so de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña Isabel Preysler
Arrastia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de abril de dos mil dos.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

7891 Sala Segunda. Sentencia 78/2002, de 8 de
abril de 2002. Recurso de amparo 1041/99.
Promovido por la Comunidad de Propietarios
de la calle Valderribas, núm. 16, de Madrid,
frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil
del Tribunal Supremo que inadmitió su recur-
so en litigio de acción negatoria de servi-
dumbre.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión
de recurso de casación civil por razón de la
cuantía que incurre en error patente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1041/99, promovido
por la Comunidad de Propietarios de la calle Valderribas,
núm. 16, de Madrid, representada por el Procurador don

José Llorens Valderrama y asistida por el Abogado don
Luis Quiroga Gasset, contra la Sentencia de 5 de febrero
de 1999 de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo
que declaró no haber lugar al recurso de casación
2772/94. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
parte Alcatel España, S.A., representada por la Procu-
radora doña Pilar Iribarren Cavallé y bajo la dirección
del Letrado don Julio Garrido Amado. Ha sido Ponente
el Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 10 de
marzo de 1999 se interpuso recurso de amparo contra
la resolución judicial de que se hace mérito en el enca-
bezamiento, recurso que se fundamenta en los siguientes
hechos:

a) La Comunidad de Propietarios ahora recurrente,
mediante escrito fechado el 17 de octubre de 1990,
formuló demanda de juicio declarativo de menor cuantía
contra las sociedades mercantiles Pleyes, S.A., Hispania
Corporación Inmobiliaria, S.A., Alcatel Standard Eléctrica,
S.A., y Banco Hispano Americano, S.A., ejercitando una
acción negatoria de servidumbre. En el fundamento de
Derecho segundo del escrito de demanda se razonó la
clase de procedimiento y la cuantía del pleito en los
términos que a continuación se transcriben literalmente:

«SEGUNDO. Los trámites por los que habrá de
seguirse son los propios del juicio ordinario de menor
cuantía, según lo dispuesto en los artículos 484, 1 en
relación con el art. 489, reglas 4 y 1.

En efecto, determina este artículo que el valor de
la servidumbre, en el caso que nos ocupa, será la vigé-
sima parte del valor corriente en venta de los predios
dominante y sirviente. Respecto del primero, aparece
inscrito el precio de la reciente venta del 50 por 100
indiviso en 100.000.000 ptas. y, por lo que se refiere
al sirviente, la contribución urbana asciende a
74.265.000 ptas. en números redondos, por lo que la
cuantía de este pleito es de 13.713.000 ptas.».

b) Admitida a trámite la demanda por el Juzgado
de Primera Instancia núm. 46 de Madrid (autos
1132-90), se acumularon a este procedimiento los autos
del juicio de menor cuantía 205-91 seguidos ante el
Juzgado de Primera Instancia núm. 35 de Madrid, a ins-
tancia de la misma demandante y por la misma causa
de pedir, contra la sociedad mercantil Lume, S.A., en
cuya demanda, al tratar del procedimiento y la cuantía
del pleito, se reproducía el mismo fundamento de Dere-
cho segundo que se ha transcrito.

c) Los demandados se opusieron a la demanda, pero
no discutieron la cuantía del pleito, y, seguido éste por
todos sus trámites, el Juzgado de Primera Instancia núm.
46 de Madrid dictó Sentencia el 8 de julio de 1992
en la cual desestimó la demanda íntegramente, con los
pronunciamientos que constan en su parte dispositiva
y con expresa imposición de costas a la parte actora.

d) Interpuesto recurso de apelación por la deman-
dante, la Sección Vigésima de la Audiencia Provincial
de Madrid (rollo 723-92) dictó Sentencia el 3 de febrero
de 1994, en la cual desestimó el recurso y confirmó
en todos sus pronunciamientos la Sentencia apelada.

e) La parte actora preparó recurso de casación, que
la Audiencia tuvo por preparado por providencia de 22
de septiembre de 1994; emplazadas las partes, la
recurrente, dentro del tiempo legal, formalizó mediante
el oportuno escrito el recurso, el cual, tras el «visto»
del Fiscal, fue admitido a trámite en virtud de Auto de
11 de septiembre de 1995 de la Sala de lo Civil del
Tribunal Supremo (recurso 2772-94) «por reunir los
requisitos legales».


